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1. UNA REFLEXIÓN PREVIA 
EN TORNO AL OBJETO 
REGULADO: LOS MEDIOS 
DE COMUNICACIÓN 
AUDIOVISUALES
El análisis de los modelos de regulación de 

los contenidos audiovisuales requiere, previa-
mente, ubicar las refl exiones en un espacio en 
el que entran en juego aspectos de orden so-
ciológico y jurídico fruto de la complejidad del 
objeto que nos ocupa. El debate sobre la regu-
lación de los medios de comunicación implica, 
en este sentido, una aproximación jurídica y 
sociológica a la regulación de la comunicación 
audiovisual de masas y a los aspectos sociales, 
tecnológicos y político-económicos implica-
dos.

En concreto, nos referiremos inicialmen-
te a tres aspectos o factores implicados en la 
delimitación de un modelo de regulación. El 
primer elemento a tener en cuenta es el peso 
que el factor tecnológico tiene en la evolución 
y el desarrollo de las formas de comunicación 
audiovisual. El factor tecnológico está presen-
te en la historia de la comunicación humana, 
y su concurso ha sido determinante para sus 
avances y transformaciones; sin embargo, el 
desarrollo de la digitalización de las señales y 
el conjunto de cambios relacionados con las 
nuevas tecnologías de la comunicación han 
profundizado su infl uencia en los cambios so-
ciales. El segundo aspecto tiene que ver con 
la creciente infl uencia que los medios de co-
municación audiovisuales tienen en la socie-
dad actual, y que nos obliga a hacer una re-
fl exión sobre la función social de los sistemas 
y las estructuras de comunicación audiovisual 
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de masas. En tercer lugar, para comprender la 
importancia de estos medios y el peso de cual-
quier decisión que incida en su regulación, es 
necesaria una refl exión que sitúe las medidas 
que se propongan en un determinado marco 
de refl exión político-económica. Una breve 
aproximación a estos tres aspectos, nos apor-
tará una serie de pautas previas a la defi nición 
de los diferentes modelos de regulación que en 
la actualidad se plantean para el sector audio-
visual y, en lo que aquí interesa, en relación a 
los contenidos audiovisuales.

A) UNA REFLEXIÓN TECNOLÓGICA: 
LA DIGITALIZACIÓN DE LOS 
MEDIOS

La transformación del modelo de capi-
talismo, vinculado a un nuevo estadio de la 
globalización económica y cultural1 y a la di-
gitalización de los productos de las industrias 
culturales, infl uye de manera determinante 
en los modelos de organización social y en la 
manera en la que cada sociedad gestiona el 
tiempo y el espacio, su ocio y sus modos de 
socialización2.

El desarrollo de las tecnologías de la in-
formación y la comunicación y el proceso de 
convergencia tecnológica3, obliga a defi nir los 
mecanismos de regulación del sector audiovi-
sual a partir de un nuevo marco tecnológico y 
de consumo4. Los cambios en la difusión y el 
consumo de los productos audiovisuales se ha-
cen evidentes en numerosos síntomas, como la 
digitalización de las señales audiovisuales, los 
nuevos formatos audiovisuales adaptados a la 
convergencia tecnológica, el desarrollo de la 
telefonía móvil como vía de comunicación y 
de recepción de productos5, las posibilidades 
de la adaptación de los formatos televisivos a 
su acceso a través de la red Internet, la exten-
sión de las redes inalámbricas o la extensión de 
la Web 2.06, entre otros.

Todo ello hace que los modelos de regula-
ción que hasta ahora han servido para defi nir 
la supervisión del papel de los medios audiovi-
suales en la sociedad tengan que ser reformula-
dos. La directiva europea de Servicios de medios 

audiovisuales sin fronteras (2007/65/CE) ya dio 
un paso para adaptar el marco regulador a este 
nuevo escenario y establece un marco norma-
tivo de regulación que se sustenta sobre este 
nuevo papel que juega el desarrollo tecnoló-
gico en la comunicación social, al tiempo que 
hace hincapié sobre la necesidad de redefi nir 
el modelo de regulación audiovisual para ajus-
tarlo a un nuevo tipo de relaciones entre los 
medios de comunicación y la sociedad7.

Hay que tener presente además que el de-
sarrollo tecnológico de los medios facilita nue-
vas formas de globalización en la transmisión 
y difusión de sus productos y convierte a los 
medios, no sólo en un elemento fundamen-
tal del nuevo modelo de desarrollo económico 
de las sociedades, sino también en el impulsor 
de numerosos cambios sociales y culturales. 
Sin embargo, este mismo proceso de globali-
zación se convierte en una de las principales 
difi cultades para el establecimiento de medi-
das de control y de regulación sobre los fl ujos 
de información y comunicación. En última 
instancia, esta situación es refl ejo de un pro-
blema de regulación más profundo8. Los avan-
ces científi cos y tecnológicos se convierten, 
en sí mismos, en una fuente de inseguridades 
y dudas: la misma tecnología desde la que se 
impulsa la generación de riqueza y se extiende 
el acceso a la cultura y los conocimientos, ge-
nera nuevas dudas e incertidumbres sobre las 
consecuencias sociales de su desarrollo y ex-
pansión9. Desde esta perspectiva, el desarrollo 
tecnológico, en un contexto de completa des-
regulación, puede ser vehículo de transmisión 
para nuevos desequilibrios sociales y culturales 
y facilitar la reproducción de modelos de re-
presentación simbólica injustos difícilmente 
controlables mediante procesos de autorregu-
lación y de “autoestabilización”10. Se hace ne-
cesario refl exionar, no sólo sobre el riesgo que 
conlleva la falta de control y regulación sobre 
los contenidos mediáticos para las sociedades, 
sino también sobre la necesidad de analizar, sin 
caer en posturas tecnófobas, las consecuencias 
de los nuevos procesos tecnológicos de difu-
sión y consumo audiovisual.
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En el desarrollo de las tecnologías vincula-
das a la comunicación, en el marco de la evolu-
ción de la Sociedad de la información y en los 
diferentes estadios históricos de su desarrollo, 
se puede percibir la existencia de dos tenden-
cias enfrentadas a la hora de abordar la gestión 
del profundo cambio social que implica la ge-
neralización de las TIC. Como explica A. Mat-
telart11, por una parte se detecta el intento de 
regular el desarrollo científi co y tecnológico, y 
disponer de mecanismos para poner este de-
sarrollo al servicio de la sociedad y de los ciu-
dadanos por encima de los intereses de la in-
dustria tecnológica y del desarrollo científi co. 
Por otra, se percibe una corriente de refl exión 
tendente a defender el libre fl ujo de informa-
ción, la liberalización de los medios de comu-
nicación, de las redes de telecomunicación y 
del intercambio de productos culturales. Estas 
dos posturas han estado presentes de manera 
permanente a la hora de debatir la relación en-
tre tecnologías y desarrollo social y también a 
la hora de establecer el tipo de actuación que 
los Estados y los organismos internacionales 
adoptan frente al desarrollo de la Sociedad de 
al información y de los medios audiovisuales. 
En este debate, A. Mattelart12 toma partido y 
aboga por la necesidad de articular un “pac-
to social” que permita establecer un modelo 
de desarrollo tecnológico regulado y accesible, 
con medios de comunicación democráticos y 
mecanismos de participación y formación que 
aporten al desarrollo tecno-mediático paráme-
tros de convivencia y de ciudadanía. 

B) UNA REFLEXIÓN SOCIAL: 
EFECTOS E INFLUENCIA DE LOS 
MEDIOS

El principal motivo que impulsa desde 
los inicios las investigaciones empíricas sobre 
comunicación en la tradición del Mass Com-
munication Research y, junto a ellas, el deba-
te sobre su regulación es la preocupación por 
los efectos sobre los receptores de los mensajes 
mediáticos a corto, medio o largo plazo. Pero, 
más allá de la preocupación de los efectos, los 
medios de comunicación son una pieza esen-

cial en las relaciones sociales. La intervención 
sobre ellos depende del modelo de sociedad 
que se pretenda construir o a la que se aspira. 
Los medios son, en este sentido, un elemento 
esencial del sistema funcional de las sociedades 
modernas y, desde esa perspectiva, la defi nición 
de las funciones y disfunciones que operan en 
su ajuste social establecen un primer marco de 
regulación13. A partir de este enfoque, apor-
tado esencialmente por la tradición de la so-
ciología funcionalista, y sobre la base de que 
el sistema es capaz de ajustar cada uno de los 
elementos de su estructura a partir de su desa-
rrollo funcional, se justifi can y se sostienen las 
dinámicas de autorregulación sin intervención 
externa de los elementos de la estructura so-
cial. Desde esta perspectiva, la autorregulación 
del sistema audiovisual debe funcionar como 
mecanismo de ajuste de las disfunciones que 
se producen en su seno14.

Desde la perspectiva que representa el fun-
cionalismo, para que esa ilusión de mercado li-
bre de contenidos y de medios autorregulados 
cobre sentido como discurso político-econó-
mico y como modelo social, es necesario que 
ocupe todas las esferas de la economía y de la 
vida social, y para ello, el papel a jugar por la 
estructura de la comunicación de masas apare-
ce como esencial. Es decir, sólo en la medida 
en que la libertad que se espera del mercado y 
del acceso a las mercancías de consumo se tras-
lade al funcionamiento de las empresas de la 
comunicación y al desarrollo de las tecnologías 
de comunicación masiva, sólo en esa medida 
será posible el desarrollo ajustado y funcional 
de una verdadera sociedad de mercado. En 
este sentido, aquellas posturas que consideran 
poco relevante el debate sobre la regulación de 
los medios, o directamente lo han considera-
do residual, en realidad están tomando par-
tido de manera más o menos expresa por un 
modelo de liberalismo económico y de libre 
mercado que requiere de un contexto de desre-
gulación. Bajo este prisma, el valor de cambio 
y la mercantilización de la producción de los 
bienes como base de las relaciones económicas 
lo domina todo y termina abarcando también 
el espacio de la comunicación15. Pero la cul-
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tura y la información no son sólo productos 
mercantiles, sino también el caldo de cultivo 
imprescindible para la constitución del espacio 
público en el que se generan los intercambios 
y en el que los medios de comunicación re-
producen y ejercen de correa de transmisión 
de la representación simbólica de un proyecto 
social. En la medida en que se toma conciencia 
de que los mensajes no son meras mercancías 
y se asume la importancia de que los ciudada-
nos establezcan una relación democrática con 
el modelo y la estructura de comunicación en 
la que se encuentran sumergidos, el papel del 
enfoque económico político cobra una impor-
tancia esencial a la hora de regular y defi nir la 
relación entre sociedad y mass media.

Frente al posicionamiento funcionalista-
liberal, la aportación esencial de la perspectiva 
de la sociología crítica se sustenta en la socio-
logía clásica (Marx, Weber, Durkheim) y toma 
partido por el desarrollo de un Estado moder-
no capaz de regular el desarrollo económico y 
tecnológico, e incide en el papel que el desa-
rrollo tecnológico y los medios de comunica-
ción de masas pueden jugar en el desarrollo de 
la autonomía del individuo y en su capacidad 
de emancipación frente a las manipulaciones 
de las estructuras de poder del mercado y del 
capitalismo desregulado16. La tradición de la 
sociología crítica y de la Escuela de Frankfurt17 
no se ha limitado a escrutar y defi nir aquellos 
efectos perniciosos que pueden ser puestos 
bajo control mediante mecanismos de au-
toajuste del sistema, sino que pone el acento 
sobre los mecanismos que hacen de los mass 
media correas de transmisión instituciona-
lizadas de las formas y estrategias de control 
social, reproductores de la violencia simbólica 
que reproduce las estructuras y relaciones de 
desigualdad social, y, en defi nitiva, herramien-
tas del poder político-económico que detentan 
posiciones de superioridad en los confl ictos 
materiales que subyacen en toda sociedad. 

Desde esta perspectiva, la necesidad de re-
gular los medios de comunicación forma parte 
de un proyecto de democratización del espacio 
público con el objetivo de evitar la manipula-
ción social en los procesos de difusión masi-

va y tecnológicamente avanzada de mensajes. 
Precisamente, en ese desarrollo tecnológico, 
como ya hemos visto, radica un elemento 
esencial de la refl exión crítica sobre la capaci-
dad de los medios de infl uir en la sociedad. El 
desarrollo tecnológico obliga a un nuevo mo-
delo en la defi nición y regulación de los me-
dios como consecuencia de la ampliación de 
las posibilidades en la recepción y consumo, y 
de la revolución en la elaboración de conteni-
dos, géneros y modos de representación; pero, 
al tiempo, introduce también la necesidad 
por parte de los consumidores o receptores de 
disponer de nuevas habilidades o capacidades 
para ejercer un consumo “emancipado”, plural 
y responsable. 

C) UNA REFLEXIÓN POLÍTICO-
ECONÓMICA: EL RETO DE LA 
GLOBALIZACIÓN

La actual crisis del sistema fi nanciero ha 
vuelto a poner en evidencia las debilidades 
de un sistema de libre mercado que, sin me-
canismos de regulación efi cientes, termina 
tensionando las relaciones de intercambio y 
provocando la intensifi cación de los desequi-
librios sociales. Los medios de comunicación 
de masas, como herramientas esenciales de la 
estructura de la comunicación social, juegan 
un papel esencial en las crisis que azotan el 
sistema capitalista. En las últimas décadas, el 
protagonismo de la comunicación y las tecno-
logías de la información se ha acrecentado, y, 
de manera concreta, ha estado presente en el 
modo en el que se ha fraguado la reciente crisis 
del sistema económico y en la debacle de los 
mercados fi nancieros18. 

La mundialización de un modelo de rela-
ciones sociales y económicas ligadas exclusiva-
mente al libre mercado y la apuesta en todos 
los ámbitos socio-económicos por un modelo 
de autorregulación sin intervención o super-
visión estatal o supraestatal ha supuesto y su-
pone, implícitamente, la apuesta por un mo-
delo en el que los intercambios queden ajenos 
a cualquier tipo de regulación efectiva: desde 
este punto de vista, el Estado es el problema y 
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el mercado la solución. Frente a este enfoque 
liberal, en un sistema económico y comunica-
tivo cada vez más globalizado, el desarrollo, e 
incluso la defi nición de mecanismos de regula-
ción se hace cada vez más difícil de ejecutar.

Como consecuencia de los ciclos de crisis 
del sistema de libre mercado, debería derivarse 
una reformulación real, y no un simple maqui-
llaje, de las estructuras de relación y regulación 
que hagan compatible la libertad de empresa 
con la preocupación por el impacto de la es-
tructura de la comunicación sobre la sociedad. 
Para ello, para afrontar esa refl exión, es nece-
sario tener en cuenta varios aspectos que re-
velan la especifi cidad actual de los medios de 
comunicación de masas y de la estructura de 
comunicación social en el marco de las nuevas 
tecnologías.

La intervención e infl uencia en la forma en 
la que los medios generan la “realidad mediá-
tica” es una necesidad de las economías y las 
sociedades desarrolladas. En este sentido, el 
Estado no sólo debe velar por la libertad de ex-
presión y la libertad de empresa, sino también 
por la necesaria función social de los medios 
de comunicación. Por tanto, la intervención 
del Estado no puede limitarse a la licitación de 
concesiones o licencias audiovisuales; se hace 
necesario el establecimiento de mecanismos 
que regulen aspectos como la concentración 
de medios de comunicación y la difusión de 
contenidos. Nos identifi camos con el enfoque 
de Díaz Nosty al afi rmar que la necesidad de 
regulación de los medios ha de tener como ob-
jetivo intervenir en la construcción social de la 
realidad desde las garantías y objetivos de que 
nos dotamos con el objeto de no delegar en las 
“oligarquías económicas” el monopolio de los 
medios de comunicación y de su desarrollo y 
control19.

Desde este punto de vista, la conciencia de 
que los medios determinan la percepción de la 
realidad, es un punto de partida para estable-
cer el peso de la acción de las políticas públi-
cas. Renunciar a mecanismos que permitan a 
los ciudadanos participar en el desarrollo del 
sistema audiovisual y limitar su capacidad de 
actuación en defensa de sus derechos como 

usuarios y consumidores comporta entregar el 
espacio público de los medios de comunica-
ción en manos de la lógica mercantilista de los 
agentes del mercado y entregarse a una nego-
ciación permanente con al industria mediática 
y cultural en la que terminan pesando mucho 
más los factores económicos. 

2. MODALIDADES 
REGULATORIAS EN 
EL SUPUESTO DE 
LOS CONTENIDOS 
AUDIOVISUALES
El fenómeno audiovisual como ha podido 

apreciarse plantea importantes retos a los po-
deres públicos y les obliga a tratar de armonizar 
intereses públicos en ocasiones contrapuestos 
(libertad de empresa, libre información, pro-
tección a la infancia, etc). Los problemas son 
diversos y, por tanto, también sus soluciones 
jurídicas; abordarlas todas (concesión versus 
licencia como técnica de acceso al mercado; 
control público de las concentraciones de me-
dios audiovisuales, etc) desbordaría el objeto 
de un trabajo de refl exión como este, por lo 
que nos hemos limitado a examinar las distin-
tas propuestas vertidas en torno al control de 
los contenidos audiovisuales.

La respuesta pública a cómo controlar di-
chos contenidos puede ser la tradicional, cen-
trada en una amplia regulación pública com-
pletada con la supervisión y la sanción de su 
cumplimiento a cargo del aparato del Estado, 
solución que no se ha aplicado nunca en el 
ámbito audiovisual. La razón estriba en que en 
este sector no sólo están presentes cuestiones 
económicas, sino elementos esenciales en un 
Estado democrático tales como la libertad de 
información (con la consiguiente prohibición 
de censura previa). El hecho de que la inter-
vención pública no se haya traducido en una 
regulación pormenorizada, no quiere decir en 
ningún caso que los poderes públicos se hayan 
desentendido de las implicaciones que el desa-
rrollo del mercado audiovisual podía tener en 
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otros ámbitos dignos de protección jurídica: 
la infancia, la lucha contra la discriminación 
por razón de sexo, raza o religión, etc., sino 
que aquí, en el control de contenidos, se ha 
partido siempre de la necesaria implicación de 
los agentes del sector. La intensidad con la que 
éstos se han involucrado en esta labor varía se-
gún los países y los contextos jurídicos y socia-
les, pero en todos ellos la premisa es la conse-
cución de estos intereses públicos a través de la 
participación del sector privado. 

A) APROXIMACIÓN 
TERMINOLÓGICA

Con carácter previo al examen de la situa-
ción de la regulación de los contenidos audio-
visuales en nuestro país, es necesario delimitar 
algunos términos jurídicos puesto que sobre 
ellos giran las distintas propuestas realizadas 
sobre esta cuestión.

En primer lugar, es necesario examinar los 
conceptos de “autorregulación” y “co-regu-
lación”. Es habitual en los textos que aluden 
a esta cuestión, la utilización de la expresión 
“co-regulación”, para destacar ese papel acti-
vo de los agentes del sector en su control. Sin 
embargo, dicha idea no encaja con la utiliza-
da en el ámbito europeo. Así ante el problema 
de legitimación del Derecho, el Libro para la 
Gobernanza europea de 2001 se refi ere a la co-
regulación como “un mecanismo que combina 
acciones legislativas y reglamentarias vinculantes 
y medidas adoptadas por los agentes más interesa-
dos, sobre la base de experiencia práctica”20. Con-
cepto amplio que no casaba con otros textos de 
la Comisión europea, por lo que la Comisión 
y el Consejo acordaron un único concepto de 
co-regulación en el Interinstitucional Agree-
ment on Better Law Making (IIA). En dicho 
acuerdo el concepto de co-regulación fue defi -
nido como un mecanismo donde el legislador 
se limita a marcar los objetivos públicos que 
deben seguir las partes implicadas (operadores 
económicos, operadores sociales, etc.), que-
dando en manos del sector su concreción. Así 
descrito, el término recoge únicamente una 
modalidad de colaboración; esto es, la que se 

caracteriza por una defi nición a priori por los 
poderes públicos de los objetivos a seguir, sin 
una participación posterior21. La co-regulación 
es apreciada además como método alternativo 
a la regulación pública que debe ser utilizado 
subsidiariamente. 

Frente a esta caracterización, el concepto 
de co-regulación es utilizado de una manera 
más restrictiva cuando se alude a los medios 
audiovisuales. En concreto, se abre a la posibi-
lidad de que esta colaboración se produzca, no 
sólo antes, fi jando los objetivos a seguir, sino 
también en un momento posterior (verifi can-
do los códigos aprobados por el sector); o con 
una combinación de los dos, esto es, control 
previo (supervisión publica de las códigos de 
autorregulación) y posterior (control y sanción 
pública de los códigos). En defi nitiva, alude a 
una de las variantes de autorregulación que 
recoge la doctrina administrativa, la autorre-
gulación vinculante, y que a continuación ana-
lizaremos. 

La co-regulación, por tanto, en el contexto 
audiovisual implica una colaboración más in-
tensa entre el sector público y el privado en or-
den a la protección de ciertos bienes jurídicos, 
y así lo han refl ejado diversos autores22.

Frente al concepto de co-regulación se si-
túa el de autorregulación, término igualmente 
complejo, porque en él confl uyen dos tradi-
ciones distintas, la anglosajona y la continen-
tal. Desde la perspectiva anglosajona, la auto-
rregulación es la forma habitual de ordenar y 
controlar ciertos sectores sociales, que aunque 
presenta diversas variantes, tiene como nota 
característica la consideración del papel resi-
dual del control público de dichas conductas. 
Son los sectores empresariales y profesionales 
afectados, los encargados de adaptar las medi-
das necesarias para un buen desarrollo de su 
actividad. El papel de los poderes públicos es 
siempre secundario y limitado frente al prota-
gonismo absoluto de los agentes de cada mer-
cado. Sólo muy recientemente, la autorregula-
ción ha sido considerada como una alternativa 
a la regulación pública conectada con la idea 
de mejorar la efi cacia de las normas públicas.
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Por el contrario, en el ámbito continental, 
el fenómeno de la autorregulación está conec-
tado directamente con las defi ciencias hace 
tiempo detectadas en la regulación pública, 
principalmente su efi cacia23. La reglamenta-
ción administrativa es una actividad dirigida 
a corregir los “fallos del mercado24”, a lograr la 
satisfacción del interés público partiendo de 
la insufi ciencia de la actuación de los agen-
tes económicos para conseguirlo; pero en la 
situación actual de desarrollo del Estado So-
cial de Derecho, a la regulación, ya sea legal 
o reglamentaria, se le exige, no sólo estar di-
rigida a un objetivo público sino además, ser 
capaz de alcanzarlo al menor coste posible. Así 
lo ha expresado CALSAMIGLIA con relación 
a la regulación legal25: “Una buena ley no sólo 
es aquella que establece unos objetivos justos sino 
que además los consigue (…).Una condición im-
portante que debe (sic) tener presente un buen 
legislador es que incentive a los ciudadanos a su 
cumplimiento y que en la realidad social se cum-
pla (la efi cacia). Otra condición es que el medio 
sea adecuado para alcanzar el fi n (efectividad). 
Por último este medio debe ser el que cueste me-
nos (efi ciencia)”. En este contexto, la autorre-
gulación de ciertos sectores es considerada una 
alternativa efi caz para suplir las defi ciencias de 
las normas públicas.

Además de garantizar la colaboración de los 
sectores afectados, la autorregulación también 
permite suplir una defi ciencia tradicional de la 
regulación y control públicos, su carácter na-
cional. En un contexto de globalización eco-
nómica, las herramientas estatales chocan con 
una limitación intrínseca, su carácter territo-
rial. Frente a este obstáculo, la autorregulación 
permite se aplicación a los operadores más allá 
de las fronteras nacionales.

Al margen de las bondades que pretendan 
buscarse a la autorregulación26 no hay que ol-
vidar, como destaca la profesora Darnaculle-
ta27, que la autorregulación que interesa en el 
contexto continental es la que sirve a los fi nes 
públicos previamente defi nidos por el Estado 
(la “autorregulación regulada”). Es decir, una 
concreta forma de ordenación mediante la 
cual el Estado hace posible la autorregulación 

y fi ja las estructuras y procesos en los que ésta 
debe de desarrollarse. Con esta técnica se pre-
tende que, a través de un concreto engranaje 
entre la regulación y la autorregulación, pue-
da alcanzarse la satisfacción de concretos fi nes 
públicos28.

Partiendo de esta idea, es conveniente sin-
tetizar las distintas modalidades que presen-
ta la autorregulación para poder determinar, 
primero, cuál es la tradicionalmente utilizada 
en nuestro Derecho, y segunda, cuál es la que 
propone recientemente el legislador en el Pro-
yecto de Ley General de la Comunicación Au-
diovisual presentado en el Congreso el 23 de 
octubre de 200929. Para ello es muy útil la cla-
sifi cación realizada por Julia Black30 partiendo 
del contexto norteamericano: en primer lugar, 
la autorregulación vinculante, en la que un 
grupo de sujetos privados es designado para 
dictar y aplicar normas dentro de un marco ge-
neral establecido directamente por los poderes 
públicos (mandated self- regulation); la auto-
rregulación “aprobada” en los que los estánda-
res son elaborados por sus destinatarios, pero 
adoptados fi nalmente por los poderes públicos 
(sanctionated self- regulation); la autorregula-
ción “compelida”, que se caracteriza porque los 
estándares son adoptados de manera autónoma 
ante la amenaza de una eventual intervención 
normativa pública (coerced self-regulation); y la 
autorregulación voluntaria, en la que no hay 
intervención de ningún pública dirigida a im-
poner o fomentar, directa o indirectamente, la 
autorregulación (voluntary self- regulation).

Dentro de la autorregulación vinculante 
también se pueden distinguir diferentes nive-
les31:

1) desde la delegación de potestad norma-
tiva a los sujetos afectados (devolved self 
regulation)

2) La ejecución de estándares aprobados 
por los poderes públicos por parte de los 
agentes privados (delegated self- regula-
tion)

3) La autorregulación cooperativa, donde 
los poderes públicos y el sector afectado 
cooperan en la elaboración y ejecución 
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de los estándares correspondientes (co-
operative self- regulation)

La profesora DARNACULLETA32, pro-
pone además otra clasifi cación partiendo de la 
realidad normativa de nuestro país y atendien-
do al grado de intervención pública en la regu-
lación. Así distingue, entre una intervención 
indirecta, donde la autorregulación se fomen-
ta, y el legislador invoca a la responsabilidad 
de los particulares comprometiéndose a no re-
gular determinados aspectos (del comercio en 
Internet, o los contenidos de la publicidad o 
de los medios de comunicación), a cambio de 
que se garanticen ciertos bienes públicos. En 
realidad podríamos afi rmar que en estos casos 
la autorregulación es examinada por el legis-
lador como alternativa efi caz a la ordenación 
pública en orden a la protección de ciertos bie-
nes jurídicos. Esta además ha sido la posición 
tradicional del legislador español ante la ne-
cesidad de proteger la infancia, la libertad de 
expresión, el pluralismo político, la igualdad 
entre hombres y mujeres, etc. en los medios 
de comunicación de masas, cuyas consecuen-
cias luego analizaremos. Junto a ella, la auto-
ra destaca una segunda modalidad, donde la 
autorregulación es objeto de una intervención 
más intensa al otorgarle determinados efectos 
jurídicos tales como: el inicio de la actividad, 
consecuencias sancionadoras, etc. Este crite-
rio es signifi cativo en el ámbito del control 
de contenidos audiovisuales dado que recoge 
algunas de las manifestaciones de autorregula-
ción presentes en el Proyecto de Ley General 
de medios audiovisuales.

Atendiendo a la integración en el Derecho 
penal o del Derecho Administrativo sanciona-
dor de alguna de las manifestaciones de la au-
torregulación, Adán Nieto Martín33 también 
distingue entre una intervención ex ante, con 
el fi n de fi jar las líneas maestras que debe se-
guir el sistema autorregulador, como ex post 
para comprobar si la autorregulación tiene el 
grado de calidad necesario. A diferencia del 
control público tradicional dirigido a verifi car 
el cumplimiento del destinatario de la norma 
con la ley, aquí se trata de centrar la actividad 
de la administración en la calidad y efi cacia del 

sistema de autorregulación interno. Dentro de 
este modelo se encontraría el buen gobierno 
corporativo, por ejemplo. Este modelo (ex 
ante o ex post) se complementaría además con 
otras dos modalidades de control, bien con 
coacción estatal, de forma que hablaríamos 
de autorregulación coaccionada, donde los 
incumplimientos de los instrumentos de au-
torregulación implican una respuesta sancio-
nadora pública, bien con mecanismos disuaso-
rios, como la transparencia sobre los grados de 
cumplimiento de los códigos, etc. 

B) LA SITUACIÓN ACTUAL EN 
RELACIÓN AL CONTROL DE 
CONTENIDO AUDIOVISUALES

La regulación de cualquier sector permite, 
como hemos podido apreciar, distintas varian-
tes: regulación pública, co-regulación, autorre-
gulación así como las diversas modalidades de 
las mismas. La cuestión estriba ahora en dibu-
jar la situación actual de nuestro país en rela-
ción al control de los contenidos audiovisuales 
partiendo de lo anterior.

En principio, podemos califi car a nues-
tro sistema como de autorregulación, al fun-
damentarse principalmente en los códigos 
deontológicos de los miembros del sector.. La 
dispersa normativa relacionada con los con-
tenidos audiovisuales no hace sino incidir en 
este punto, dado que, salvo contadas excep-
ciones, se limita a establecer meros principios 
dejando su desarrollo a los citados códigos. De 
otro lado, también la sanción de los mismos 
es fundamentalmente privada, a cargo de los 
propios agentes del sector.

Si examinamos la normativa existente, lo 
primero a destacar es la existencia de obliga-
ciones concretas en todos los operadores del 
sector con independencia de su condición de 
concesionarios de servicios públicos. Estas 
imposiciones, derivadas de la aplicación de la 
Directiva de Televisión sin fronteras y más re-
cientemente, por ejemplo, de la LO 1/2004, 
integral contra la violencia de género, suponen 
el deber de respeto a ciertas prohibiciones34, 
obligaciones de hacer35 o principios36, por par-
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te de cualquier agente, público o privado, que 
desarrolle la actividad audiovisual. Estas limita-
ciones a la libertad de información (art.20.1.d) 
CE, expresión (art. 20.1.a) CE) o de creación 
artísticas (art. 20.1.b) CE), pretenden proteger 
determinados bienes jurídicos considerados re-
levantes en este sector: la infancia, la igualdad 
entre hombres y mujeres, etc., y se han gene-
ralizado al margen de la problemática cuestión 
de las concesiones de servicio público. Esta es 
la razón por la que no nos parezca oportuno 
entrar en el interesantísimo debate de la libe-
ración del sector y el abandono de la técnica 
concesionaria en el Proyecto de Ley de 200937, 
dado que el control de los contenidos audiovi-
suales es una cuestión que supera los limitados 
márgenes de la concesión administrativa.

Centrándonos en las limitaciones a los con-
tenidos impuestas en las normas públicas, hay 
que destacar el protagonismo de las normas 
que imponen principios; esto es, de normas 
que enuncian principios de general respeto en 
el sector, pero cuyo concreción a cada empresa 
o sector audiovisual se deja en manos de los 
propios agentes a través de la elaboración de 
los correspondientes códigos. Este es el caso, 
por ejemplo38, de lo previsto en el art. 13.2 de 
la LO 1/2004, donde se establece que la Admi-
nistración pública “debe promover acuerdos de 
autorregulación que contribuyan al cumplimien-
to de la legislación publicitaria”; o el art. 39.2 
de la Ley 3/2007, que establece que las Admi-
nistraciones públicas deben promover en los 
medios de comunicación de titularidad priva-
da la adopción de acuerdos de autorregulación 
que contribuyan al cumplimiento de la legis-
lación en materia de igualdad entre hombres 
y mujeres; art. 37.2 y 38.2 de la ley 3/2007, 
que establece la obligación para la corporación 
RTVE y la agencia EFE, de adoptar códigos de 
conducta tendentes a transmitir el contenido 
del principio de igualdad), etc.

La situación que se describe encaja con lo 
que la profesora DARNACULLETA califi ca de 
intervención indirecta donde la autorregulación 
se incentiva para lograr la fi nalidad pública en 
cuestión: igualdad, erradicación de la violencia 
de género, etc.; o siguiendo a Julia Black estaría-

mos ante lo que ella califi ca de autorregulación 
“compelida” (coerced self-regulation). En cual-
quier caso, la intervención estatal básicamente 
se limita a establecer principios cuya concreción 
y sobre todo su supervisión y sanción se deja en 
manos de los agentes.

Al margen de las normas fundadas en prin-
cipios, en el caso de las pocas normas que im-
ponen obligaciones de hacer en materia de 
contenidos (p. ej. cuota de obras europeas), la 
cuestión se centra en determinar quién vigila y 
sanciona a quien incumple dichas obligaciones.

La segunda nota que caracteriza el sistema 
estatal, al menos en el contexto actual, es la 
práctica inexistencia de control público sobre 
los contenidos. No porque no existan limita-
ciones sobre los mismos, sino porque la Ad-
ministración ha mantenido una actitud pa-
siva ante los incumplimientos de los agentes 
del sector. A ello ha contribuido sin duda la 
inexistencia de una Administración con pode-
res relevantes para supervisar el sector; lo que 
exige hace tiempo el Consejo de Europea y que 
sin embargo, ha tenido en nuestro país una re-
sistencia inexplicable por parte de los agentes 
del sector. En concreto, en la recomendación 
del Consejo de Europea de 20 de diciembre de 
2000 se instaba a los Estados a crear autorida-
des reguladoras del sector de la radiodifusión. 
Las directrices que facilita el Consejo de Euro-
pa sobre estas autoridades se engloban en dos 
categorías,

1. De tipo organizativo. Se insiste en la 
necesidad de que estas autoridades, 
sean independientes tanto del gobierno 
como de los grupos empresariales. Para 
ello se requiere fi nanciación autónoma, 
nombramientos transparentes, manda-
tos irrevocables, etc.

2. De tipo competencial. Se exige que las 
mismas estén dotadas de competencias 
en materia de control de contenidos, 
con potestades reglamentarias y sancio-
nadoras.

En el ámbito estatal hubo un primer inten-
to fallido de lograr una Autoridad indepen-
diente, contemplada en un Proyecto de Ley en 
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2004, que no vio la luz. Sin embargo existen 
varias autoridades autonómicas como el Con-
sejo Audiovisual de Cataluña o el Consejo 
Superior Andaluz del Audiovisual que poseen 
potestades sancionadoras, consultivas, etc. La 
atribución de este tipo de potestades a una Ad-
ministración pública no es una cuestión uná-
nimemente admitida. Entre la doctrina se han 
levantado reputadas voces (Andrés Betancor39 
o Joaquin Tornos40) contrarias a atribuir a la 
Administración la vigilancia sobre la corrección 
constitucional de los contenido audiovisuales. 
Entre los argumentos utilizados se encuentra 
la confi guración vaga e imprecisa de los límites 
que se establecen, lo que de facto supone per-
mitir a la Administración un amplio ámbito 
de discreción con el riesgo cierto de convertir 
el control administrativo en un supuesto de 
censura. En el caso de la LO 1/2004, integral 
contra la violencia de género, ésta habla por 
ejemplo de: “conductas favorecedoras de situa-
ciones de desigualdad”, “tratamiento discrimi-
natorio”, conceptos que la propia Ley no defi ne 
dejándolo así en manos de la Administración, 
lo que implica que el contenido de un dere-
cho fundamental corresponde en una medida 
importante a la Administración. En defi nitiva, 
apuestan porque el control lo realicen los jue-
ces, no la Administración, al igual que ocurre 
en el caso de los derechos individuales.

Al margen de la polémica, la situación ac-
tual supone de facto la inexistencia de control 
público sobre el cumplimiento de las limita-
ciones impuestas en la Ley a los contenidos au-
diovisuales, con lo que implica de autocontrol 
privado de las conductas trasgresoras.

C) EL MODELO REGULATORIO 
PROPUESTO EN EL PROYECTO DE 
LEY DE 2009

Un panorama completamente diferente es 
que el pretende diseñar el Proyecto de Ley de 
23 de octubre de 2009, y al que le deseamos la 
mejor de la fortunas posibles.

En cuanto a la concreción de los principios 
establecidos en las normas, la Administración 
adopta un papel más activo, y no se limita ya a 

“fomentar” la autorregulación, sino que la im-
pone. Es cierto que la obligación de establecer 
esos códigos no se realiza de forma clara, dado 
que se habla del “derecho a aprobar códigos” 
(art. 12), pero cabe deducirla sin problemas de 
las obligaciones que se imponen a la autoridad 
audiovisual en relación a las mismos: verifi car 
su respeto a la normativa vigente (art. 12.2), 
supervisión de la misma y sanción por incum-
plimiento del mismo. Evidentemente, las con-
secuencias que acarrea la falta de respeto del 
código de autorregulación no puede quedar 
reducido a quien ha decidido voluntariamen-
te elaborarlo, sino que, por el contrario, es la 
consecuencia lógica de considerar la elabora-
ción del código como un derecho/deber.

Al margen de la imposición del deber de 
autorregularse, esta intervención se produce ex 
ante (estableciendo los objetivos a alcanzar) y 
ex post (verifi cando la adecuación de los có-
digos a estos objetivos). Ejemplos del control 
ex ante se aprecia por ejemplo en el art. 8.5 
del Proyecto, donde se establece la obligación 
de que todos los productos audiovisuales po-
sean una clasifi cación por edades y dejando 
su determinación en manos del “Código de 
Autorregulación de Contenidos Televisivos 
e infancia”; o en el art. 4.2 que establece que 
la “comunicación audiovisual debe respetar el 
honor, la intimidad y la propia imagen de las 
personas (….); “no debe incitar al odio o a la 
discriminación por razón de género o cual-
quier circunstancia personal o social y debe ser 
respetuosa con la dignidad humana y los va-
lores constitucionales, con especial atención a 
la erradicación de conductas favorecedoras de 
situaciones de desigualdad de las mujeres” (..), 
etc.

En cuanto a las manifestaciones del control 
ex post, lo encontramos en el art. 12.2 in fi ne 
donde se afi rma “cuando un prestador apruebe 
un código por sí sólo, en conjunto con otros 
prestadores, o se adhiera a uno ya existente, 
lo comunicará además de a las autoridades 
audiovisuales (….) la autoridad audiovisual 
verifi cará la conformidad con la normativa vi-
gente y de no haber contradicciones dispondrá 
su publicación”.
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Como se comprueba, este doble control 
ex ante y ex post es uno de los previstos por 
Adán Nieto41, y se encuentra reforzado con la 
coacción pública. Así, se considera infracción 
grave (art. 57.12): “El incumplimiento de los 
códigos de conducta a que se refi ere el art. 12 
de esta Ley”.

Si los códigos de autorregulación van a 
poseer unos efectos jurídicos tan signifi cati-
vos como la posibilidad de articular sanciones 
administrativas por su incumplimiento, es 
necesario incidir en el procedimiento de ela-
boración de los mismos para garantizar que se 
respeten los intereses privados afectados. Una 
de las cuestiones que la doctrina especializada 
ha puesto especialmente énfasis al analizar la 
autorregulación con efectos jurídicos, es cómo 
suplir la ausencia de legitimidad democrática 
que presentan las normas privadas, que no 
pueden alegar para sí la legitimación democrá-
tica de la Administración en base a su posición 
vicarial frente a la Ley. Este défi cit, que ha sido 
desde el principio el caballo de batalla de la 
autorregulación (especialmente en el marco de 
la normalización técnica), se pretende cubrir 
con una intervención pública que garantice el 
acceso de todos los interesados a la estructura 
de la organización generadora de las normas, 
la transparencia en el procedimiento de adop-
ción de éstas, etc. En este sentido, creo que 
hay que entender la referencia del art. 12 del 
Proyecto al “derecho de los prestadores del ser-
vicio de comunicación audiovisual al aprobar 
códigos de conducta propios”, o bien adherirse 
voluntariamente a otros preexistentes. Al esta-
blecer libertad para decidir crear o adherirse a 
un código previo, se garantiza el respeto de los 
intereses de todos los sujetos eventualmente 
afectados por la imposición de la autorregula-
ción por el legislador.

Al margen de la polémica sobre la legitima-
ción democrática de estas normas privadas, lo 
cierto es que la autorregulación diseñada en 
el Proyecto posee importantes consecuencias 
jurídicas y no sólo sancionadoras. La efi cacia 
pública de los códigos también está presente, 
por ejemplo, en el art. 9.3 del Proyecto al afi r-
mar: “Cuando el contenido audiovisual con-

tradiga un código de autorregulación suscrito 
por el prestador, la autoridad requerirá a éste 
la adecuación inmediata del contenido a las 
disposiciones del código o la fi nalización de la 
emisión”, esto es, el incumplimiento del códi-
go de autorregulación habilita a la autoridad 
audiovisual a requerir el cese de su emisión.

Tras lo examinado hasta el momento po-
demos apreciar el cambio de situación que di-
buja el Proyecto de ley de 2009. Frente a una 
autorregulación voluntaria aunque fomentada 
o impuesta indirectamente, nos encontramos 
ante una autorregulación impuesta, controla-
da, supervisada y sancionada por el poder pú-
blico. Esto es, una autorregulación regulada.

En este modelo, y como complemento ne-
cesario al mismo, cobra protagonismo la Auto-
ridad audiovisual, como Administración que 
centraliza en el ámbito estatal las principales 
competencias sobre el control de contenidos 
audiovisuales.

3. CONCLUSIÓN
La regulación de los medios audiovisuales 

ha generado un amplio debate cuyas ramifi ca-
ciones políticas, sociales y económicas hemos 
descrito someramente. En el caso concreto del 
control de los mensajes que dichos medios 
producen y emiten, la polémica ha girado en 
torno al alcance del papel de los Estados en su 
supervisión, para lo que se han propuesto solu-
ciones que van desde la mera autorregulación 
de los agentes del sector hasta una supervisión 
antes, durante y con posterioridad de la emi-
sión de dichos mensajes.

En el caso concreto de nuestro país, estamos 
en un proceso de reelaboración de la respues-
ta pública sobre el control de los contenidos 
audiovisuales, plasmada en el Proyecto de Ley 
general de medios audiovisuales de 23 de oc-
tubre de 2009, de cuya aprobación y desarro-
llo esperamos mejores resultados en el terreno 
de la regulación pública de los medios que los 
conseguidos hasta ahora con la dispersa legis-
lación actual.
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1. A este respecto, y de manera más extensa se puede consultar las obras de Manuel CASTELLS, La era de la informa-
ción. Economía sociedad y cultura. Vol. 1 La sociedad red., Alianza, Madrid, 1996 y BERNARDO PANIAGUA, J.M., 
El sistema de la comunicación mediática. De la comunicación interpersonal a la comunicación global, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2006.

2. Zigmunt BAUMAN ha estudiado y refl exionado con extensión sobre los cambios que las nuevas tecnologías han pro-
vocado en el proyecto de Modernidad en Occidente en La modernidad líquida, FCE, México, 2003 y en Comunidad. 
En busca de seguridad en un mundo hostil, Siglo XXI, Madrid, 2003.

3. Para comprender la importancia de la reestructuración tecnológica y la convergencia de tecnologías de la comuni-
cación en los cambios del sistema audiovisual se puede consultar el texto de FERNÁNDEZ BEAUMONT, J., “La 
refundación del sector audiovisual”, en DÍAZ NOSTY, B., (dir.), Medios de Comunicación. Tendencias 2006. El año de 
la Televisión, Fundación Telefónica, Madrid, 2006.

4. Enrique BUSTAMANTE ha analizado con profundidad los cambios que la digitalización provoca en el sistema 
audiovisual y en las industrias culturales, con mención especial a artículo “Televisión digital: globalización de procesos 
muy nacionales”, en BUSTAMANTE, E. (coord.), Hacia un nuevo sistema mundial de comunicación. Las industrias 
culturales en la era digital. Gedisa, Barcelona, 2003. En esta misma línea que activa el debate sobre las expectativas de 
futuro en las que se mueven las sinergias entre sociedad y desarrollo tecnológico da la comunicación cabe citar la obra 
colectiva coordinada por FRANCÉS I DOMÉNECH, M., Hacia un nuevo modelo televisivo. Contenidos para una Tele-
visión Digital, Barcelona, Gedisa, 2009.

5. Los terminales de telefonía móvil y las redes inalámbricas, que han sido responsables de un cambio radical la co-
municación interpersonal y en la transferencia de datos, están protagonizando una nueva revolución en las formas de 
consumo audiovisual que ha sido analizada con extensión por Manuel CASTELLS, Comunicación móvil y sociedad. Una 
perspectiva global, Ariel, Barcelona, 2007.

6. En este sentido, Dennis MCQUAIL, en Introducción a la teoría de la comunicación de masas, Paidós, Barcelona, 2000, 
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